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Dirección: Avda. Manuel Siurot, núm. 50; C.P. 41013.
Tlfno.: 955 003 400. Fax: 955 003 775.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Título: Asesoramiento jurídico para el control y revisión

de los procedimientos de deslinde y recuperación de oficio
de vías pecuarias en la Delegación Provincial de Córdoba.

Número de expediente: 989/05/S/00.
c) Fecha de publicación del anuncio de licitación: 14.7.05.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: 33.898,81 euros.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 15.9.05.
b) Contratista: Francisco Rafael Ojeda Leiva.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 31.101,36 euros.

Sevilla, 22 de septiembre de 2005.- El Secretario General
Técnico, Juan López Domech.

RESOLUCION de 22 de septiembre de 2005, de
la Secretaría General Técnica, por la que se anuncia
la adjudicación del contrato de consultoría y asistencia.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de
16 de junio, la Consejería de Medio Ambiente hace pública
la adjudicación del contrato que a continuación se detalla:

1. Entidad adjudicadora.
Consejería de Medio Ambiente.
Secretaría General Técnica.
Dirección: Avda. Manuel Siurot, núm. 50; C.P. 41013.
Tlfno.: 955 003 400. Fax: 955 003 775.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.

b) Título: Dirección Técnica de los trabajos de deslinde
vinculados al Plan de Ordenación y Vías Pecuarias en la D.P.
de la C.M.A. en Almería.

Número de expediente: 765/05/S/00.
c) Fecha de publicación del anuncio de licitación: 8.7.05.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: 33.522,75 euros.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 7.9.05.
b) Contratista: José M.ª Bayo Mayor.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 30.758,76 euros.

Sevilla, 22 de septiembre de 2005.- El Secretario General
Técnico, Juan López Domech.

EMPRESA PUBLICA DE SUELO DE ANDALUCIA

ANUNCIO de l ic i tación desierta (Expte.
2005/1812-2038).

Convocado el concurso para la contratación de las obras
de edificación de 20 viviendas protegidas en arrendamiento
en parcela 4-13 «El Acebuchal» en Algeciras (Cádiz), publi-
cado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de fecha
6 de julio de 2005 y en diversos medios de comunicación
de ámbito regional y provincial el 14 de julio de 2005, habien-
do finalizado el plazo de presentación de ofertas y a la vista
de falta de concurrencia de empresas constructoras a la lici-
tación, mediante Resolución del Gerente Provincial en Cádiz
de la Empresa Pública de Suelo de Andalucía, de fecha 13
de septiembre de 2005, se declara desierta la citada licitación.

Cádiz, 21 de septiembre de 2005.- El Gerente, Eugenio
Rubio Aranoa.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Martín Pareja
Obregón, en nombre y representación de Exclusivas
Esparteros, S.L., contra otra dictada por el Delegado
del Gobierno en Córdoba, recaída en el expediente
144/2003-ET.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Martín Pareja Obregón, en nombre y repre-
sentación de Exclusivas Espartero, S.L., de la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Córdoba, por la presente se pro-
cede a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar
en su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, 18 de julio de 2005.

Visto el recurso interpuesto, y con fundamento en los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 1 de marzo de 2004, el Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba,
dictó una resolución por la que se impuso a la entidad recurren-
te una sanción por un importe de 600 euros, al considerarla
responsable de una infracción tipificada en el art. 15.a) de
la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas
en materia de Espectáculos Taurinos, en cuya virtud se con-
sidera infracción grave el incumplimiento o cumplimiento
defectuoso de los deberes de identificación y vigilancia de
las reses de lidia, a los efectos de lo previsto en los arts. 5
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y 6, y en ello en relación con el artículo 53 del Reglamento
de Espectáculos Taurinos, aprobado por el R.D. 145/1996,
de 2 de febrero, en cuya virtud las reses han de ser desem-
barcadas y reconocidas con una antelación mínima de 24
horas con respecto a la hora anunciada para el comienzo
del espectáculo y ser objeto de un segundo reconocimiento,
ambos en la forma y a los efectos reglamentarios, el mismo
día del espectáculo.

Los hechos considerados como probados fueron que de
las actas de finalización de Espectáculo Taurino, de desem-
barque, de reconocimiento de reses y de la denuncia formulada
por el Delegado Gubernativo, Comandante del Puesto de la
Guardia Civil de Santa Eufemia, queda acreditado que el día
17 de agosto de 2003 se celebró en la ciudad de Dos Torres,
en su plaza permanente, un espectáculo taurino consistente
en un “Festejo Mixto” (corrida de toros y rejones de novillos)
organizado por la entidad mercantil recurrente, llegando las
reses a la plaza y siendo desembarcadas a las 15,00 horas
del mismo día del festejo en que habrían de ser lidiadas, a
las 20,00 horas, realizándose sólo uno de los dos recono-
cimientos reglamentarios.

Segundo. Contra la citada resolución interpuso la entidad
interesada un recurso de alzada alegando, escuetamente:

1. Que ahora se le imputan hechos diferentes (llegar las
reses a las 15,00 horas el día del festejo) a los de la primera
notificación.

2. Que no se han resuelto cada una de las alegaciones
planteadas inicialmente.

3. Que la sanción resulta desproporcionada, no habiendo
existido ni perjuicios para terceros ni beneficio propio a con-
secuencia de estos hechos.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, el art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
el art. 13 del Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004,
de 11 de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica
de la Consejería de Gobernación, resulta competente para la
resolución del presente recurso de alzada la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación.

De acuerdo con la Orden de la Consejería de Gobernación
de 30 de junio de 2004, dicha competencia se encuentra
delegada en el Secretario General Técnico (art. 4.3.a).

Segundo. En relación con la alegación del recurrente refe-
rente a que los hechos imputados en la resolución son ahora
diferentes, se ha de señalar que los hechos imputados son
los mismos tanto en el acuerdo de iniciación (contra el que
presentó alegaciones), como en la propuesta de resolución
(contra la que no formuló alegaciones) e igualmente a los
que aparecen en la resolución. Es decir y resumidamente,
que al haber presentado las reses a lidiar a las 15,00 horas
del mismo día en que se iba a celebrar el festejo (a las 20,00
horas), se incumplió el plazo mínimo de 24 horas previsto
en el art. 53 del Reglamento de Espectáculos Taurinos (al
ser plaza permanente), circunstancia que impidió la realización
de un segundo reconocimiento –en los términos reglamen-
tarios–. Por consiguiente se considera que, por parte del
recurrente, ha existido confusión, posiblemente en relación
con otro expediente sancionador.

Tercero. En cuanto a la vaga e inconcreta alegación de
que no se han resuelto cada una de las alegaciones realizadas
anteriormente y ante la falta de más detalles al respecto, se
ha de señalar que entendemos que se refieren a las alegaciones
realizadas tras el acuerdo de iniciación (ya que como se ha

citado anteriormente, no se vertieron alegaciones tras la noti-
ficación de la propuesta de resolución), considerándose que
dichas alegaciones ya tuvieron respuesta, esencialmente, en
la propuesta de resolución –a la que nos remitimos–, sin que,
como se ha indicado anteriormente, se hubiera formulado ale-
gación alguna contra ella.

Sólo resta añadir, para evitar cualquier atisbo de inde-
fensión y en relación con los hechos considerados como pro-
bados que éstos tienen su fundamento jurídico en la aplicación
de lo dispuesto en el art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en rela-
ción con el art. 17.5 del R.D. 1398/1993, por el que se
aprueba el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de
la potestad sancionadora.

Por último, y sin necesidad de entrar en otras conside-
raciones, se debe indicar que los alegados arts. 87 y 89 del
R.D. 146/1996 no son de aplicación al presente supuesto
(espectáculo mixto con picadores: Corrida de toros y rejoneo
con novillos), ya que el primero de ellos (art. 87) se refiere
a las novilladas sin picadores (el reconocimiento se limitará
a la comprobación documental de la edad, origen e iden-
tificación de las reses, así como de sus condiciones sanitarias),
y el segundo (art. 89) a los festivales (el reconocimiento de
las reses versará sobre los aspectos relacionados en el art.
87, y podrá celebrarse el mismo día de la celebración del
espectáculo).

Cuarto. En relación con la pretendida inexistencia de daño
a terceros es preciso indicar que todo incumplimiento nor-
mativo tipificado como infracción, como es el caso, presupone
lógicamente una existencia de daño al interés general, daño
que en este caso se puede concretar en la realización de un
solo reconocimiento. En segundo lugar, en relación con una
eventual inexistencia de beneficio, y sin necesidad de entrar
en otras consideraciones, se ha de indicar que dicha circuns-
tancia no supondría una causa de exoneración de la respon-
sabilidad, sino que revelaría, en todo caso, una actitud negli-
gente en quien pretende lucrarse con la celebración del espec-
táculo, negligencia que de acuerdo con la sentencia del Tri-
bunal Constitucional 76/90 (existencia de culpabilidad cuando
concurra dolo, culpa o negligencia grave y culpa o negligencia
leve o simple negligencia), conlleva la apreciación de la cul-
pabilidad de la entidad recurrente con respecto a la infracción
que nos ocupa.

Por otra parte, teniéndose en cuenta que el art. 18.1.a)
de la citada Ley 10/1991, dispone que a las infracciones
calificadas como graves, como es el caso, les corresponde
una sanción que oscila entre los 150,25 euros (equivalente
a 25.000 ptas.) y los 60.101,21 euros (equivalente a
10.000.000 ptas.), y que la impuesta lo fue en una cantidad
de 600 euros, se hace evidente que se encuentra mucho más
próxima al límite inferior –en comparación con el límite supe-
rior–, y además dentro del grado mínimo (es decir, el tercio
inferior), considerándose por ello que ya está proporcionada.
En este sentido, aunque se trate de otra materia, la sentencia
del Tribunal Supremo de 26 de febrero de 1998 (Ar.
1998/1826) señala:

“El Consejo de Ministros ha impuesto por estos hechos,
(...) una sanción de multa que esta más cerca del límite mínimo
establecido en el artículo 31.1 que del máximo permitido por
dicho precepto (...) de lo que resulta su adecuación y
proporcionalidad.”

En este mismo sentido la sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, de 2 de junio de
1999 (Ar. RJCA 1999/4044), que ante la imposición de una
sanción por un importe de 1.000.000 ptas. señala:

“Por lo demás, la multa está incluida dentro de los límites
previstos en el art. 18.1.a) de la vigente Ley Taurina (de
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25.000 ptas. a diez millones), e incluso en la parte inferior
de las cuantías previstas, sin que su proporcionalidad se vea
desvirtuada.”

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Martín
Pareja Obregón en nombre y representación de la entidad deno-
minada “Exclusivas Espartero, S.L.”, confirmando la resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Córdoba de fecha 1 de marzo de 2004, recaída en el
expediente sancionador núm. 144/2003-ET (S.L. 15.550).

Notifíquese a la interesada con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 19 de septiembre de 2005.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Sergio Díaz Sarie-
go, en nombre y representación de Forlaca, S.L., contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno en Almería,
recaída en el expediente 92/04.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Sergio Díaz Sariego en nombre y represen-
tación de Forlaca, S.L., de la resolución adoptada por el Secre-
tario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto,
contra la dictada por el Delegado de Gobierno de la Junta
de Andalucía en Almería, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-
tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta Secre-
taría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pudiendo acceder
al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 24 de agosto de 2005.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base
de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Almería dictó resolución en el expediente arriba refe-
renciado el 22 de junio de 2004 sancionando a la mercantil
“Forlaca, S.L.”, con CIF B-62493655 con sanción económica
de trescientos euros (300 E), cuyas causas y antecedentes
constan en el expediente de referencia.

Segundo. Notificada la misma, se interpuso en plazo
recurso de alzada por el representante de la mercantil san-

cionada, alegando lo que a los derechos de su representada
convino. En el escrito de recurso de alzada no se acompañaba
de documento alguno que acreditara la representación legal
de la empresa, y con fecha 1 de marzo de 2005, le fue reque-
rido al objeto de que subsanase la ausencia de documento
de representación legal, concediéndole 10 días hábiles para
ello y “significándole que en caso de no recibir dicha acre-
ditación en el plazo señalado, se considerará que desiste en
su derecho y como no presentado”. La notificación fue devuelta
por el Servicio de Correos por dirección incorrecta el 11 de
marzo de 2005, con fecha 30 de marzo de 2005 le fue reque-
rido de nuevo, indicando en el sobre idéntica dirección a la
que indicaba el recurrente a efectos de notificaciones. Nue-
vamente fue devuelta por el Servicio de Correos indicando
ahora, como causa de devolución la de dirección desconocida
por lo que se procedió a su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía que se produjo en el núm. 91/05,
de 12 de mayo, así como en el tablón de edictos del Ayun-
tamiento de Roquetas de Mar cuya acreditación nos ha sido
comunicada el pasado 20 de junio de 2005 por oficio del
Alcalde-Presidente del referido municipio.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, el art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
el art. 13 del Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004,
de 11 de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica
de la Consejería de Gobernación, resulta competente para la
resolución del presente recurso de alzada la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación. Actualmente, de acuerdo con la Orden
de la Consejería de Gobernación de 30 de junio de 2004,
dicha competencia se encuentra delegada en el Secretario
General Técnico (art. 4.3.a).

Segundo. El artículo 71.1 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, dispone que si la solicitud de iniciación no reúne
los requisitos que señala el artículo anterior y los exigidos,
en su caso, por la legislación específica aplicable, se requerirá
al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane
la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indi-
cación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido
de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en
los términos previstos en el artículo 42.

En el caso presente en ningún momento consta, en el
expediente remitido por la Delegación del Gobierno, que el
representante de la empresa expedientada haya acreditado
la representación por ningún medio válido en Derecho, y que
le fue requerido en su día. No habiéndose cumplimentado
en plazo, procede resolver el archivo del expediente con lo
efectos del artículo 42 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre.

Vistos los preceptos citados y normas de general y especial
aplicación,

R E S U E L V O

Archivar, por falta de acreditación de la representación
legal, el recurso de alzada presentado por don Sergio Díaz
Sariego, en representación de “Forlaca, S.L.”, con CIF
B-62493655, contra la Resolución de 22 de junio de 2004
de la Delegación del Gobierno en Almería, por la que se impuso
a la mercantil referida, una sanción económica por importe
de trescientos euros (300 E), dictado en expediente núm.
178/03-P y por tanto confirmar la resolución recurrida.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico (Por Decreto
199/2004). La Directora General de Consumo. Fdo.: Isabel
María Cumbrera Guil.»


